
- 2 -


Nº: 476/2016

 REF NUMERO \* MERGEFORMAT  476/2016




 FILLIN "Iniciales; p.ej.: MM " \* MERGEFORMAT 
	                S E Ñ O R E S :
	

	Romay Beccaría, Presidente 

Lavilla Alsina

Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer

Herrero y Rodríguez de Miñón

Ledesma Bartret

Aza Arias

Manzanares Samaniego

Alonso García

Hernández-Gil Álvarez-Cienfuegos,

Secretaria General
	La Comisión Permanente del Consejo de Estado, en sesión celebrada el día 20 de julio de 2016, con asistencia de los señores que al margen se expresan, emitió, por unanimidad, el siguiente dictamen:





“En cumplimiento de una comunicación de V. E. de 11 de abril de 2016, con registro de entrada el día 20 de mayo siguiente, el Consejo de Estado ha examinado el expediente relativo al proyecto de Reglamento de Gobierno y de los servicios de la Administración de Ceuta. 


De antecedentes resulta:


PRIMERO.- Contenido del proyecto


El proyecto sometido a consulta consta de un preámbulo, ochenta artículos organizados en nueve títulos, una disposición adicional, una disposición derogatoria y tres disposiciones finales.  


El preámbulo comienza haciendo referencia a la Ley Orgánica 1/1995, de 13 de marzo, por la que se aprueba el Estatuto de Autonomía de la Ciudad de Ceuta, norma a través de la cual Ceuta “accede a su régimen de autogobierno y goza de autonomía para la gestión de sus intereses y de plena capacidad para el cumplimiento de sus fines (…), integrándose y completando el sistema autonómico que se ha desarrollado a partir de la Constitución”. 


En su artículo 6, tras declarar que son órganos institucionales de la Ciudad de Ceuta la Asamblea, el Presidente y el Consejo de Gobierno, el Estatuto establece que “la organización y funcionamiento de dichos órganos se ajustarán a lo establecido en el presente Estatuto y a las normas que en su desarrollo dicte la Asamblea de Ceuta”; a esta le corresponde, en efecto, “aprobar las normas básicas de organización y funcionamiento de los servicios de la Ciudad, en aplicación de lo dispuesto en el presente Estatuto” (artículo 12.1.h) del Estatuto). En ejercicio de esta facultad se aprobaron, entre otras normas, el Reglamento de la Presidencia de la Ciudad de Ceuta y el del Consejo de Gobierno, ambos de 7 de junio de 2001. 

Sin embargo, tal y como se indica a continuación, la Asamblea no ha aprobado ninguna norma reglamentaria que discipline de forma global la organización y el funcionamiento de los servicios de la Ciudad. En consecuencia y a fin de mejorar la eficacia en el funcionamiento de la Administración de Ceuta,  se ha optado por reunir en una norma los aspectos esenciales del régimen jurídico de su sector público. 

Por lo que se refiere a la parte dispositiva, la encabeza el título preliminar, en el que se integra el artículo 1 (“ámbito objetivo y potestad de desarrollo”), que declara que la norma tiene por objeto el desarrollo del régimen jurídico aplicable a la organización y funcionamiento de la Administración de la Ciudad de Ceuta, así como a los aspectos esenciales de los entes que integran su sector público en el marco del Estatuto de Autonomía; añade que corresponde al Consejo de Gobierno de la Ciudad de Ceuta el desarrollo reglamentario de las previsiones contenidas en esta norma.


El título I se dedica a la “Presidencia del Gobierno de la Ciudad de Ceuta” y comprende los artículos 2 a 9, divididos en dos capítulos: el primero de ellos se ocupa del Presidente, regulando sus funciones, el mecanismo de elección, el nombramiento, el cese, la Presidencia en funciones, el Estatuto legal que le corresponde y su gabinete (artículos 2 a 8, respectivamente), mientras que el segundo se centra en la figura del Vicepresidente (artículo 9).


El título II tiene por objeto el Consejo de Gobierno de la Ciudad de Ceuta, al que se dedican los artículos 10 a 15, en los que se regulan sus funciones, su composición y el nombramiento de sus miembros, sus competencias, el cese, la actuación del Consejo de Gobierno en funciones y el régimen de funcionamiento.


El título III versa sobre los Consejeros y las Consejerías. Lo integran los artículos 16 a 23, organizados en dos capítulos: el primero de ellos (“de los Consejeros”) define el estatuto de los consejeros y los supuestos en que se produce su cese, su actuación en funciones y ante la Asamblea, regulando asimismo sus competencias como miembros del Consejo de Gobierno y como titulares de las Consejerías (artículos 16 a 21, respectivamente); el segundo, por su parte (“de las Consejerías”) hace referencia a la organización funcional de las Consejerías y a su estructura (artículos 22 y 23).

El título IV regula los órganos directivos de las Consejerías y comprende los artículos 24 a 30, distribuyéndolos en cinco capítulos: el primero lo integran los artículos 24 y 25, que establecen las “disposiciones generales” aplicables a los órganos directivos y a su creación y nombramiento, respectivamente; el capítulo II se refiere a los Viceconsejeros, cuyo estatuto queda definido en el artículo 26; el capítulo III contiene las normas relativas a los Directores Generales: en particular, su estatuto (artículo 27) y sus funciones (artículo 28); el capítulo IV regula el estatuto de los Subdirectores Generales (artículo 29); y el capítulo V, en fin, se refiere al resto de la organización administrativa de la Ciudad de Ceuta (artículo 30).


El título V se ocupa de los “órganos colegiados”. En él se integran los artículos 31 a 35, en los que se establecen el concepto, los requisitos de constitución, su régimen jurídico, las normas de creación, modificación y supresión y la exigencia de publicación de las disposiciones que creen órganos colegiados con facultades decisorias, respectivamente.  


Al sector público institucional se dedica el título VI de la norma (artículos 36 a 76) organizado en dos capítulos. 

El primero de ellos recoge el “régimen jurídico de los entes con personalidad jurídico-pública” aplicable a los organismos públicos y consta, a su vez, de tres secciones: la primera (artículos 36 a 41) contiene las “disposiciones generales”, esto es, las relativas a la creación, las funciones y la adscripción de estos organismos; la personalidad jurídica y las potestades que se les reconocen; su clasificación; los requisitos de creación, modificación, refundición y supresión; la aprobación de sus estatutos; y los principios de organización y funcionamiento; en la segunda se regulan “los organismos autónomos” (artículos 42 a 57), con atención a las siguientes cuestiones: funciones de los organismos autónomos; órganos de dirección; naturaleza del Consejo Rector; composición del Consejo Rector; funciones del Consejo Rector; funcionamiento del Consejo Rector; Presidente y Vicepresidente; Gerente; funciones de los miembros de los organismos autónomos; recursos económicos; régimen patrimonial; régimen presupuestario; contabilidad pública; control de eficacia; personal; y régimen jurídico; la tercera y última se dedica a las “entidades públicas empresariales” (artículos 58 a 72), estableciéndose en ella cuáles son sus funciones; su régimen jurídico y las potestades administrativas que se les reconocen; sus órganos de dirección; las normas aplicables al Consejo de Administración, incluidas las relativas a sus funciones y a su funcionamiento; las relativas al Presidente y al Vicepresidente; las funciones de los miembros de las entidades públicas empresariales; el régimen de recursos económicos, presupuestos y fiscalización; el régimen patrimonial; el régimen económico-financiero; el control de eficacia; el régimen de personal; el de contratación; y el régimen jurídico.

El capítulo II del título VI, por su parte, define el “régimen jurídico de los entes con personalidad jurídico-privada”, esto es, sociedades mercantiles y fundaciones públicas, dedicando a cada uno de estos tipos de entes una de las dos secciones en que se divide. Así, la sección primera establece el “régimen jurídico general de las sociedades mercantiles de la Ciudad de Ceuta” (artículo 73), mientras que la segunda recoge el concepto de fundaciones de la Ciudad de Ceuta (artículo 74) y regula su creación y su régimen jurídico (artículos 75 y 76, respectivamente).

El título VII (“otros principios”) comprende los artículos 77 a 79: el primero de ellos determina cuáles son los actos que agotan la vía administrativa; el segundo se ocupa de la revisión de oficio y el tercero, de la declaración de lesividad.

Finalmente, el título VIII regula la “potestad reglamentaria del Consejo de Gobierno”, a la que dedica el artículo 80.


La parte final la integran una disposición adicional en la que se recoge la modificación del Reglamento de la Asamblea de Ceuta, al que se incorpora un nuevo artículo 27 bis, una derogatoria que extiende sus efectos al Reglamento de la Presidencia de la Ciudad de Ceuta y al del Consejo de Gobierno de la Ciudad de Ceuta, ambos de 7 de junio de 2001; y tres disposiciones finales: la primera declara que el Reglamento se dicta al amparo de lo dispuesto en los artículos 6 y 12.1.h) del Estatuto de Autonomía, la segunda habilita al Consejo de Gobierno para dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y aplicación del Reglamento; y la tercera prevé que el Reglamento proyectado entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Ciudad de Ceuta. 


SEGUNDO.- Contenido del expediente

 Al proyecto remitido en consulta se acompaña el expediente instruido con ocasión de su elaboración, en el que constan, además de las sucesivas versiones del proyecto, los siguientes documentos:

· Informe favorable de la Dirección General de Recursos Humanos de la Ciudad de Ceuta, de 15 de marzo de 2015.

· Propuesta de la Consejera de Economía, Hacienda y Administración Pública al Consejo de Gobierno, al que se eleva para la adopción de los siguientes acuerdos: aprobación del anteproyecto de Reglamento de Gobierno y de los servicios de la Administración de Ceuta; apertura de un período de información pública por un plazo de treinta días para la presentación de reclamaciones y sugerencias; y entrega de una copia del texto a todos los grupos políticos con representación asamblearia para que, en un plazo de treinta días, puedan presentar enmiendas parciales o a la totalidad.
· Acuerdo adoptado por el Consejo de Gobierno el 17 de julio de 2015 por el que presta conformidad al anteproyecto de Reglamento de Gobierno y de los servicios de la Administración de Ceuta.

· Informe favorable de la Secretaría General de la Ciudad Autónoma de Ceuta, de 28 de julio de 2015. 

·  Anuncio de publicación del proyecto en el Boletín Oficial de la Ciudad de Ceuta de 31 de julio de 2015. 
· Anuncio de 20 de agosto de 2015 de apertura de un período de treinta días para información pública y audiencia a los interesados, así como para la presentación de enmiendas por los grupos políticos con representación en la Asamblea.
· Notificación a los grupos políticos con representación en la Asamblea de la apertura de un nuevo plazo para presentación de enmiendas al proyecto a partir del 28 de agosto de 2015.

· Alegaciones formuladas en trámite de audiencia por la Federación de Servicios Públicos F. S. P-U. G. T. y por D.ª Josefina Álvarez González, funcionaria del Ayuntamiento de Ceuta.

· Sugerencias y enmiendas presentadas por el Grupo Socialista al proyecto de Reglamento.

· Escrito en el que la Consejería de Economía, Hacienda y Administración Pública detalla las observaciones formuladas y resume las razones por las que se aceptan o no.

· Diligencia de 22 de marzo de 2016 por la que el Secretario General accidental de la Ciudad de Ceuta hace constar que el Consejo de Gobierno adoptó, con fecha 18 de marzo de 2016, Acuerdo por el que prestó su conformidad a la propuesta elevada por la Consejera de Economía, Hacienda y Administración Pública relativa a la resolución de las alegaciones presentadas y a la aprobación del proyecto de Reglamento de Gobierno y de los servicios de la Administración de Ceuta.

En tal estado de tramitación, el expediente fue remitido al Consejo de Estado para dictamen. 

Estando el expediente en este Consejo, tuvo entrada un escrito remitido por el Presidente de la Ciudad Autónoma de Melilla en el que, tras hacer constar que el dictamen que se adoptare afectará a los legítimos intereses de Melilla, exponía las razones por las que considera que la Sentencia del Tribunal Constitucional 103/2013 no tiene incidencia en el proyecto de Reglamento del Gobierno y de la Administración de la Ciudad Autónoma de Melilla.


Con fecha 27 de mayo de 2016, tuvo entrada en el Registro del Consejo de Estado un nuevo escrito del Presidente de la Ciudad de Melilla en virtud del cual solicitaba que se le otorgase audiencia, con vista del expediente. Mediante escrito de 10 de junio de 2016 y dentro del plazo concedido al efecto, se presentaron alegaciones, reiterando que el pronunciamiento contenido en la STC 103/2013 no resulta de aplicación a las Ciudades de Ceuta y Melilla. 

I.- Objeto y competencia

El expediente remitido se refiere a un proyecto de Reglamento de Gobierno y de los Servicios de la Administración de Ceuta. 

La Comisión Permanente del Consejo de Estado emite el presente dictamen con carácter preceptivo, conforme a lo dispuesto en los artículos 22.3 y 24 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado. Debería, por ello, mencionarse de forma expresa este último precepto en la orden de remisión. 


II.- Tramitación del expediente

En la tramitación del expediente se ha cumplimentado el procedimiento de elaboración y aprobación de reglamentos en el ámbito competencial de la Ciudad de Ceuta, previsto en el artículo 80 del Reglamento de la Asamblea de la Ciudad de Ceuta (aprobado por el Pleno el 21 de diciembre de 2004), precepto conforme al cual se tramitarán -según establece su apartado 1- “todas las normas reglamentarias que apruebe el Pleno de la Asamblea (…) independientemente del alcance material que estatutariamente les corresponda” y con las excepciones que en él se señalan. 

En su segundo apartado, prevé el citado artículo que la iniciación del procedimiento de elaboración reglamentaria tendrá lugar mediante la elaboración de un anteproyecto por la Consejería competente por razón de la materia (en este caso, la de Economía, Hacienda y Administración Pública). 

Constan el informe de los servicios de la Consejería proponente y la conformidad de la Secretaría del Pleno de la Asamblea, tal y como exige el artículo 80.2.b) (“será preceptivo el informe de la Secretaría del Pleno de la Asamblea que podrá evacuarse por conformidad del emitido por los servicios de la Consejería”). 

Una vez elevado el anteproyecto al Consejo de Gobierno y aprobado por este como proyecto de Reglamento, el texto fue sometido a un trámite de información pública y al conocimiento de los grupos políticos con representación asamblearia (apartados c) y d) del artículo 80.2 del Reglamento de la Asamblea).
Finalmente, figuran en el expediente la propuesta del Consejo de Gobierno y el texto del Reglamento que se propone al Pleno de la Asamblea ‑con las modificaciones derivadas de la aceptación de ciertas alegaciones (artículo 80.2.f) del Reglamento)-, tal y como han sido remitidos en consulta a este Consejo de Estado.

III.- Competencia

El Estatuto de Autonomía de la Ciudad de Ceuta (aprobado por la Ley Orgánica 1/1995, de 13 de marzo) establece en su artículo 6 que la organización y funcionamiento de los órganos institucionales de la Ciudad de Ceuta -la Asamblea, el Presidente y el Consejo de Gobierno- se ajustarán “a lo establecido en el presente Estatuto y a las normas que en su desarrollo dicte la Asamblea de Ceuta”.

Por otro lado, el artículo 12 del citado Estatuto, al enunciar las competencias que corresponden a la Asamblea, menciona en su apartado 1.h) la de “aprobar las normas básicas de organización y funcionamiento de los servicios de la Ciudad, en aplicación de lo dispuesto en el presente Estatuto”.

Ambas previsiones guardan conexión con la regla contenida en el artículo 20 del Estatuto, a cuyo tenor “corresponde a la Ciudad de Ceuta, en los términos previstos en el presente Estatuto, la competencia sobre la organización y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno”. 
En consecuencia, a la vista del contenido de los preceptos citados, puede concluirse que existe competencia sobre la materia para aprobar la norma sometida a consulta.

IV.- El régimen de organización y funcionamiento de la Ciudad de Ceuta: marco normativo

Con carácter previo al análisis del contenido de la norma sometida a consulta, resulta preciso hacer una breve referencia al marco normativo en que dicha norma se inserta. 
Ese marco normativo se encuentra encabezado por el Estatuto de Autonomía de la Ciudad de Ceuta, aprobado por Ley Orgánica 1/1995, de 13 de marzo, al amparo del procedimiento previsto en el artículo 144.b) de la Constitución. Dicho Estatuto es, tal y como destaca su preámbulo, “la expresión jurídica de la identidad de la Ciudad de Ceuta y define sus instituciones, competencias y recursos, dentro de la más amplia solidaridad entre todos los pueblos de España”. En él se reconoce la condición de Municipio de la Ciudad de Ceuta (artículos 2 y 4), si bien se establecen una serie de reglas peculiares para la Ciudad, diferentes de las establecidas en la legislación estatal básica de régimen local, que evidencian la existencia de un régimen singular de autonomía local en diferentes materias, tales como la organización institucional, el régimen competencial y el régimen económico-financiero, entre otros.
Esa singularidad ha sido expresamente reconocida por el Tribunal Constitucional, que en su Sentencia 240/2006, de 20 de junio, recaída en relación con un conflicto en defensa de la autonomía local planteado por Ceuta, declaró lo siguiente: 

“Es incuestionable que la autonomía de la ciudad de Ceuta, siendo distinta de la que gozan las Comunidades Autónomas (ATC núm. 202/2000, de 25 de julio, FJ. 3º), es asimismo diferente de aquélla de la que disponen los municipios que se rigen por la legislación estatal que fija los principios o criterios básicos en materia de organización y competencia de aplicación general en todo el Estado. Como se ha dicho, la ciudad de Ceuta dispone de un régimen especial de autonomía, basado en el procedimiento previsto en el artículo 144.b) de la Constitución, en aplicación del cual las Cortes Generales acordaron su Estatuto de Autonomía (…). Ceuta posee pues -concluyó el Tribunal- un régimen singular de autonomía local, que encuentra su fundamento en la propia Constitución y se regula en el Estatuto de Autonomía de la ciudad”.

En la afirmación de que las ciudades de Ceuta y Melilla tienen un “régimen singular de autonomía local” subyace, pues, la doble consideración de que no son Comunidades Autónomas y de que, aun cuando una y otra ostenten la condición primaria de municipios, se rigen por lo dispuesto en sus Estatutos con preferencia sobre lo establecido en la legislación estatal básica de régimen local. Esta última, sin embargo, vincula a la Ciudad de Ceuta a través de dos vías: 
· En primer lugar, en aquellos concretos aspectos en que el propio Estatuto contiene remisiones directas a dicha legislación: así sucede, dentro del título I, cuando los artículos 7 y 8.1 prevén que los miembros de la Asamblea serán elegidos de acuerdo con lo dispuesto en la “legislación estatal reguladora del régimen electoral general para la celebración de las elecciones locales”, o cuando el artículo 12.2 establece que dicha Asamblea ejercerá, además de las competencias estatutariamente previstas, “las restantes atribuciones que, de acuerdo con la Ley reguladora de las Bases de Régimen Local, corresponden al Pleno de los Ayuntamientos”; o dentro del título II del Estatuto, cuando, después de enumeradas las competencias de la Ciudad de Ceuta, el artículo 25 dispone que “ejercerá además todas las competencias que la legislación estatal atribuye a los Ayuntamientos, así como las que actualmente ejercen las Diputaciones Provinciales y las que en el futuro puedan atribuirse a estas por Ley del Estado”; o en el título III, cuando, en materia de régimen jurídico, los artículos 30 y 31 se remiten a la legislación estatal de régimen local “en materia de procedimiento administrativo, contratos, concesiones, expropiaciones, responsabilidad patrimonial, régimen de bienes y demás aspectos del régimen jurídico de su Administración” y en el “régimen jurídico del personal”; o, en fin, en el título V, dedicado el régimen económico y financiero peculiar de la Ciudad de Ceuta, en el que los artículos 34, 36, 38.1 y 40.1 se remiten en diversos puntos a la legislación estatal sobre régimen financiero de las Entidades Locales.

· En segundo término, la legislación estatal es susceptible de aplicación con carácter supletorio -de acuerdo con la disposición adicional primera del Estatuto- “en lo no previsto en el presente Estatuto y en las normas que en su desarrollo dicte la Ciudad de Ceuta”.

Fuera de estos supuestos queda, en particular, el régimen de organización y funcionamiento de la Ciudad Autónoma de Ceuta, que no es, pues, el establecido en la legislación estatal de régimen local, sino el previsto en su Estatuto y en sus normas de desarrollo. 

La existencia de esta potestad de autoorganización, reconocida estatutariamente y refrendada por la jurisprudencia constitucional, supone que las instituciones de la Ciudad deben regirse exclusivamente por lo dispuesto en su Estatuto y en las propias normas que la Asamblea de la Ciudad apruebe. De ello se ha hecho eco, en fechas recientes, el apartado 1 de la disposición adicional cuarta de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local, al prever que “la organización y funcionamiento de las instituciones de Gobierno de las Ciudades de Ceuta y Melilla se regularán de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica 1/1995, de 13 de marzo, de Estatuto de Autonomía de Ceuta, la Ley Orgánica 2/1995, de 13 de marzo, de Estatuto de Autonomía de Melilla, y por las normas de desarrollo dictadas en virtud de la potestad reglamentaria de sus respectivas Asambleas, no rigiéndose, en el citado ámbito, por lo dispuesto en la normativa de régimen local”. Por su naturaleza de ley ordinaria, esta disposición no tiene en todo caso otro valor que el de corroborar lo ya dispuesto en las previsiones estatutarias de naturaleza orgánica ya mencionadas.

Pues bien, en ejercicio de esa potestad de autoorganización, el Estatuto de Autonomía diseña un esquema institucional integrado por tres órganos -Asamblea, Presidente y Consejo de Gobierno- que se rigen por “lo establecido en el Estatuto” y en “las normas que en su desarrollo dicte la Asamblea de Ceuta” (artículo 6, párrafo segundo), entre las que cabe mencionar el Reglamento de la Asamblea, de 28 de octubre de 2015, el Reglamento de la Presidencia de la Ciudad de Ceuta, de 7 de junio de 2001, y el Reglamento del Consejo de Gobierno de la Ciudad de Ceuta, también de 7 de junio de 2001.

La Asamblea de Ceuta se define como el “órgano representativo de la Ciudad” y está integrada “por veinticinco miembros, elegidos en la Ciudad por sufragio universal, libre, igual” de conformidad con “lo establecido en la legislación estatal reguladora del régimen electoral general para la celebración de elecciones locales” (artículo 7.1). Los miembros de la Asamblea de Ceuta “ostentan también la condición de Concejales” (artículo 7.2). 

Entre sus competencias figuran, además de las estatuariamente previstas (artículo 12.1), todas aquellas que corresponden al Pleno de los Ayuntamientos (artículo 12.2).

El Presidente, por su parte, “preside la Asamblea y el Consejo de Gobierno, cuya actividad dirige y coordina, y ostenta la suprema representación de la Ciudad” (artículo 14.1). Posee “también la condición de Alcalde” y es “elegido por la Asamblea de Ceuta de entre sus miembros y nombrado por el Rey” (artículo 15).

Finalmente, el Consejo de Gobierno es “el órgano colegiado que ostenta las funciones ejecutivas y administrativas de la Ciudad de Ceuta” y “está integrado por el Presidente y los Consejeros” (artículo 16.1). Los miembros del Consejo de Gobierno “serán nombrados y separados libremente por el Presidente, dando cuenta a la Asamblea” (artículo 16.2).

El Estatuto no contempla la figura de los Vicepresidentes ni de los Viceconsejeros, que han sido introducidas y reguladas por los Reglamentos antes mencionados y que son objeto de atención por la norma en proyecto sometida a consulta, como se verá más adelante.

V. Consideraciones generales

El proyecto sometido a consulta tiene por objeto, según ha quedado expuesto, aprobar el Reglamento de Gobierno y de los servicios de la Administración de Ceuta, desarrollando las previsiones que en materia de organización institucional se contienen en el Estatuto de Autonomía en relación con el Presidente y el Consejo de Gobierno de la Ciudad e incorporando, en ejercicio de la potestad de autoorganización que tiene reconocida, otras normas relativas a la organización y el funcionamiento de la Administración de la Ciudad de Ceuta, así como las aplicables a su sector público.

En particular, las normas relativas a la Presidencia y al Consejo de Gobierno, así como las aplicables a los Consejeros y a las Consejerías, coinciden, en su mayor parte, con las que en la actualidad se recogen en el Reglamento de la Presidencia de la Ciudad de Ceuta y en el Reglamento del Consejo de Gobierno de la Ciudad de Ceuta, ambos de 7 de junio de 2001, pudiendo destacarse como novedades más significativas, entre otras, la introducción de un régimen específico en caso de cese del Presidente (artículo 5.2), la regulación del gabinete del Presidente (artículo 8), la regulación de la figura del Vicepresidente (artículo 9) y la atribución a los Consejeros de algunas competencias que hasta ahora no se encontraban expresamente reconocidas. 


Estas normas se completan con las que el Reglamento en proyecto dedica a los órganos directivos de las Consejerías (título IV), a los órganos colegiados (título V) y al resto de la organización administrativa de la Ciudad de Ceuta (título VI). 

Junto a ello, el proyecto contiene una regulación específica de nuevo cuño sobre el sector público institucional de la Ciudad en su título VI, en el que se incluyen las normas relativas a las diferentes personificaciones separadas de la Administración de la Ciudad que en aquel se integran.


Por último, constituye una novedad que el Reglamento contenga una serie de previsiones sobre el régimen jurídico de determinadas cuestiones de orden administrativo, como son las relativas a la determinación de los actos que ponen fin a la vía administrativa o la revisión de oficio, así como sobre el procedimiento de elaboración de disposiciones generales por el Consejo de Gobierno (títulos VII y VIII).


Examinado su contenido, el Consejo de Estado no objeta, en líneas generales, la regulación proyectada, sin perjuicio de lo cual se considera necesario formular algunas observaciones.
VI. Observaciones  
a) Artículo 1. Ámbito objetivo y potestad de desarrollo
Este precepto define en su primer apartado el objeto de la norma en proyecto, consistente en desarrollar el régimen jurídico de organización y funcionamiento de la Administración de la Ciudad de Ceuta y los aspectos esenciales de los entes integrantes de su sector público.

En su segundo apartado establece que corresponde al Consejo de Gobierno el desarrollo reglamentario de las previsiones contenidas en la norma. Esta previsión coincide con la contenida en la disposición final segunda del propio Reglamento, que es la norma que, por su naturaleza y ubicación, debe recoger este tipo de reglas de habilitación normativa. En consecuencia, a fin de evitar duplicidades innecesarias y de preservar la finalidad atribuida a los distintos tipos de disposiciones que integran un texto normativo, se recomienda suprimir del artículo 1 su segundo apartado y, por ende, eliminar la expresión “potestad de desarrollo” de su rúbrica. 

b) La sistemática del capítulo I del título I

El título I del proyecto examinado contiene las normas relativas a la Presidencia del Gobierno de la Ciudad de Ceuta. Tales normas se estructuran en torno a dos capítulos, el primero de los cuales regula la figura del Presidente.

Pues bien, dentro de este capítulo se integran los artículos 2 a 8, que se dedican, respectivamente, a las siguientes cuestiones: funciones, elección, nombramiento, cese, Presidencia en funciones, estatuto legal y gabinete del Presidente. Esta sistemática no se compadece adecuadamente con el orden lógico que deberían seguir los preceptos dedicados a estas materias. Dicho orden aconseja comenzar la regulación relativa a este órgano con las normas aplicables a su elección y nombramiento, seguidas de las que definen su estatuto legal y sus funciones; a continuación, deberían regularse el cese y la Presidencia en funciones para, finalmente, incluir las previsiones relativas al gabinete.   

c) Artículo 2. Funciones del Presidente

En su apartado 5, este precepto establece que “en los casos de ausencia o enfermedad, las funciones del Presidente del Gobierno serán asumidas por los Vicepresidentes del Consejo de Gobierno, de acuerdo con el correspondiente orden de prelación y, en defecto de ellos, por los Consejeros, según el orden de precedencia fijado por el Presidente. La sustitución será publicada en el Boletín Oficial de la Ciudad de Ceuta”. 

Esta previsión ha de ponerse en conexión con las reglas contenidas en los artículos 6.2, 9 y 11.2 del proyecto.
En particular, el primero de estos preceptos, relativo a la “Presidencia en funciones” dispone que, en los casos en que el cese del Presidente se produzca por algunas de las causas previstas en los apartados e) a h) del artículo 5.1 del proyecto, sus funciones serán asumidas por los Vicepresidentes del Consejo de Gobierno, de acuerdo con el correspondiente orden de prelación y, en defecto de ellos, por los Consejeros, según el orden de precedencia fijado por el Presidente. 

El artículo 9, por su parte, al regular la figura del Vicepresidente, establece que el Presidente podrá nombrar uno o varios de entre los Consejeros (apartado 1), correspondiéndoles sustituir al Presidente en los supuestos regulados en el reglamento (apartado 2).

Finalmente, el artículo 11.2 dispone que los Consejeros serán nombrados y separados libremente por el Presidente, sin que sea necesario que ostenten la condición de diputado de la Asamblea.

La lectura conjunta de estos preceptos revela que la principal función del Vicepresidente consiste en sustituir al Presidente en los supuestos en que así lo prevea el Reglamento y que aquel ha de ser nombrado por este de entre los Consejeros que integran el Consejo de Gobierno, que no tienen por qué ser diputados de la Asamblea. 
En consecuencia, al no establecerse precisión alguna a este respecto, la norma en proyecto parece admitir la posibilidad de que el Presidente sea sustituido por un Consejero no diputado. 
Pues bien, la posibilidad de que el Presidente nombre Consejeros que no tengan la condición de diputados y de que estos puedan sustituirle en los casos de ausencia, vacante, enfermedad o cese, ha sido ampliamente examinada por el Consejo de Estado en el dictamen nº 419/2016, de 14 de julio, relativo a la eventual aplicación de las consideraciones contenidas en la Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 103/2013, de 25 de abril, en relación con los municipios de gran población a la Ciudad de Melilla.

En relación con la primera de estas cuestiones, el dictamen pone de manifiesto que  “ninguno de los preceptos del título I del Estatuto dedicados a la regulación del Consejo de Gobierno (artículos 16 a 19) exige que los miembros de este órgano ostenten la condición de miembros de la Asamblea ni, por ende, de Concejales”, por lo que cabe admitir que el Presidente designe como Consejeros a quienes no sean diputados de la Asamblea. Lo mismo puede afirmarse en cuanto a los Viceconsejeros, respecto de los cuales el dictamen observa que se trata de un cargo “no previsto en el Estatuto, que, de acuerdo con el Reglamento del Gobierno y de la Administración de la Ciudad de Melilla, no forman parte del Consejo de Gobierno y desempeñan «una delegación permanente de su Consejero respectivo para los asuntos ordinarios que pertenezcan genéricamente a su área de actuación y para aquellos otros que concretamente se les atribuyan en los Reglamentos de su Consejería» (artículos 1.2 y 7.5)”.
Ahora bien, el dictamen considera que la potestad del Presidente de nombrar a Consejeros no diputados tiene un claro límite en la figura de su sustitución, en el sentido de que esta tiene que recaer en un Consejero que sí ostente dicha condición:

“Es cierto que, de acuerdo con su Estatuto, el Presidente de la  Ciudad Autónoma puede designar Consejeros de Gobierno que no sean miembros de la Asamblea. Pero cuando se trata de atribuir a un Consejero de Gobierno la condición de Vicepresidente -figura no prevista en su Estatuto- la cuestión reviste un cariz diferente. Como es bien conocido, el Vicepresidente o Vicepresidentes de cualquier órgano ejecutivo -tal es la naturaleza del Consejo de Gobierno- tienen la función de sustituir, por su orden, al Presidente, desempeñando las funciones de este; así lo confirma, para Melilla, el artículo 85 del Reglamento de la Asamblea: «El Presidente designará de entre los miembros  del Consejo uno o varios Vicepresidentes para que, por su orden, le sustituyan en caso de ausencia, enfermedad o impedimento, ostentando accidentalmente la Presidencia y desempeñando las funciones ejecutivas, administrativas y de representación de la Ciudad …». En la Ciudad Autónoma de Melilla, el Alcalde-Presidente de la Ciudad, que dirige y coordina el Consejo de Gobierno, debe ser miembro de la Asamblea, esto es, cargo electo, por directa previsión estatutaria (artículo 15, párrafo primero), dándose la circunstancia de que, a diferencia de lo que sucede en las Comunidades Autónomas, el Estatuto de Autonomía de la Ciudad de Melilla no contempla la figura de un Vicepresidente que pueda sustituir, sin ostentar la condición de miembro de la Asamblea y, por tanto, de Concejal, al Alcalde-Presidente de la Ciudad. En la medida en que la figura del Vicepresidente o Vicepresidentes se explica únicamente por su función de sustitución del Alcalde-Presidente, es obligado concluir que aquellos deberán reunir las mismas condiciones de acceso al oficio público que este, es decir, han de ser cargos electos. En otro caso, las facultades de dirección política atribuidas al Alcalde-Presidente del Consejo de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Melilla, a quien el Estatuto exige la condición de miembro de la Asamblea –Concejal-, podrían llegar a ser ejercidas por personas que no ostentan esa condición, en contra de lo dispuesto en el Estatuto”.

Las consideraciones expuestas pueden hacerse extensivas al supuesto ahora examinado, dadas la idéntica naturaleza que las Ciudades de Ceuta y Melilla revisten y la sustancial similitud de sus regímenes jurídicos. En consecuencia, ha de concluirse que no es posible que el Presidente designe como Vicepresidente a un Consejero que no ostente la condición de diputado, posibilidad ésta que, por consiguiente, debería quedar expresamente excluida en el Reglamento proyectado. 
Esta observación tiene carácter esencial a efectos de lo dispuesto en el artículo 130.3 del Reglamento Orgánico del Consejo de Estado, aprobado por Real Decreto 1674/1980, de 18 de julio.

Junto a lo anterior, el Consejo de Estado advierte que en este artículo 2.5 del Reglamento, así como en el citado artículo 6.2, se emplea la expresión “Presidente del Gobierno”, que se estima preferible sustituir por las de “Presidente” o “Presidente del Consejo de Gobierno”.

Además, la lectura de dichos preceptos (artículos 2.5 y 6.2) revela que su contenido es prácticamente idéntico, con la sola diferencia del supuesto de hecho regulado en cada uno de ellos (los casos de ausencia o enfermedad del Presidente en el artículo 2.5 y determinados supuestos de cese en el artículo 6.2). Entiende el Consejo de Estado que lo relevante no es tanto el motivo que en cada caso determine la sustitución del Presidente, como que el Reglamento prevea el mismo régimen de sustitución para unos y otros supuestos, por lo que se propone simplificar la redacción del artículo 6.2, de manera que se limite a reflejar que en los supuestos de cese del Presidente que en él se mencionan, el régimen de sustitución será el previsto en el artículo 2.5 del Reglamento.

d) Artículo 4. Nombramiento

A diferencia de lo previsto en el artículo 4 del vigente Reglamento de la Presidencia de 2001, en el que se especifica que el nombramiento del Presidente de la Ciudad de Ceuta se efectúa por el Rey, no incluye el Reglamento proyectado dicha mención, sin que consten en el expediente los motivos de dicha supresión que, a juicio del Consejo de Estado, debe corregirse.

e) Artículo 5. Cese

Regula este precepto en su primer apartado las causas de cese del Presidente en términos muy similares a los del vigente artículo 7 del Reglamento de la Presidencia. Debe cohonestarse la redacción de su letra d), que, al igual que el artículo 18.2 del Estatuto de Autonomía, tipifica como causa de cese la “dimisión formal ante el Pleno de la Asamblea”, con la del artículo 13, segundo apartado, del propio Reglamento, que configura como causa de cese del Consejo de Gobierno la “renuncia” del Presidente.
Por otro lado, en la letra e) de este primer apartado se prevé como motivo de cese del Presidente la “incapacidad permanente, física o mental, que le inhabilite para el ejercicio del cargo”. A continuación, el apartado 2 de este artículo 5 regula un novedoso procedimiento a través del cual se articula el cese del Presidente en los casos en que “se encuentre imposibilitado física o mentalmente de forma transitoria para el desempeño de sus funciones”.

Pues bien, en relación con ello procede hacer notar que los supuestos en que debería acudirse a este procedimiento son, precisamente, los de incapacidad permanente que se consignan como causa de cese en el primer apartado, y no los de imposibilidad transitoria, en los que entraría en juego la figura de la sustitución regulada en el artículo 2.5. Debe, pues, modificarse la redacción del apartado 2.
En cuanto al procedimiento, el proyecto exige que, una vez adoptado por las cuatro quintas partes de la totalidad de los miembros del Consejo de Gobierno el acuerdo en que se aprecie que el Presidente se encuentra imposibilitado para el desempeño de sus funciones, dicho acuerdo sea comunicado al Presidente de la Asamblea. Y sucede que este es, a su vez, el Presidente del Consejo de Gobierno, cuyo cese se articula a través de este procedimiento. Hay, por tanto, una coincidencia entre el sujeto afectado por el cese y aquel al que ha de comunicarse el acuerdo adoptado al efecto por el Consejo de Gobierno que debe ser corregida.

Igualmente ha de corregirse la remisión al artículo 7 contenida en este apartado, que en realidad ha de efectuarse al artículo 6, en el que se regula la “Presidencia en funciones”; precisamente por ser este el objeto de dicho precepto, se sugiere también revisar la expresión “Presidente interino” empleada en este artículo 5.2.

Desde el punto de vista de la sistemática empleada, se considera que mejoraría la técnica del proyecto si este segundo apartado se desglosara en tres párrafos: el primero de ellos, dedicado a la fase inicial del procedimiento (adopción del acuerdo por el Consejo de Gobierno y comunicación a la Asamblea); el segundo, relativo a los trámites a desarrollar en la Asamblea (convocatoria del Pleno y posible votación en contra del acuerdo); y el tercero, en fin, centrado en la publicación del acuerdo. En todo caso, la referencia al “apartado anterior” contenida en el inciso final de este segundo apartado ha de revisarse, pues el procedimiento al que alude se regula actualmente en ese mismo apartado. 

Finalmente, ha de llamarse la atención acerca de la eliminación, en el proyecto, de la regla actualmente recogida en el artículo 9 del Reglamento de 2001, a cuyo tenor “el cese del Presidente (…) abrirá el procedimiento para la elección de nuevo Presidente conforme a lo previsto en el artículo 3”. No constan en el expediente los motivos por los que ha decidido omitirse en el reglamento esta norma, que se considera necesaria para lograr una regulación de la figura del cese del Presidente clara y completa.
f) Artículo 8. Gabinete del Presidente

El artículo 8 incorpora como novedad la regulación del gabinete del Presidente, señalando que en él se integran sus asesores, en número determinado por él mismo. Debería valorarse la posibilidad de introducir un límite máximo de miembros y de exigir la concurrencia en ellos de determinados requisitos que acrediten su cualificación e idoneidad. 
g) Artículo 9. Del Vicepresidente
Este precepto regula la figura del Vicepresidente, al que corresponde sustituir al Presidente en los supuestos previstos en el Reglamento.

En línea con la observación realizada en la letra c) de este apartado, ha de incluirse alguna cautela que impida que puedan ser nombrados Vicepresidentes los Consejeros que no ostenten la condición de diputado.

Esta observación tiene carácter esencial a efectos de lo dispuesto en el artículo 130.3 del Reglamento Orgánico del Consejo de Estado, aprobado por Real Decreto 1674/1980, de 18 de julio.
h) Artículo 10. Funciones
El artículo 10 establece en su primer apartado que “el Consejo de Gobierno ostenta la potestad ejecutiva y dirige las funciones administrativas de la Ciudad de Ceuta, sin perjuicio de las competencias de la Asamblea”, reproduciendo así lo dispuesto en el artículo 16 del Estatuto de Autonomía de la Ciudad de Ceuta que, además, define a este órgano como “órgano colegiado”. Sería conveniente incluir esta precisión en este primer apartado.

Por otro lado, se sugiere modificar la rúbrica de este precepto, pues no se regulan en él únicamente las funciones del Consejo de Gobierno, sino también la responsabilidad política que, como órgano colegiado de gobierno, le corresponde asumir ante la Asamblea (apartado 2, que incorpora la norma contenida en el artículo 18.1 del Estatuto de Autonomía).

A la vista del contenido de los dos apartados de este artículo, se estima que sería preferible titularlo “del Consejo de Gobierno”.  
i) Artículo 12. Competencias 

La regulación de las competencias del Consejo de Gobierno se considera acertada en términos generales, si bien se deben hacer algunas correcciones en la formulación proyectada: 

- En la letra k) se regula la competencia del Consejo para someter a la aprobación de la Asamblea las propuestas de convenios y acuerdos de cooperación con cualesquiera Comunidades Autónomas y con la Ciudad de Melilla, sin que dicha propuesta sea preceptiva ni vinculante “por” la Asamblea, sino “para” la Asamblea.
- En la letra ñ) se prevé que el Consejo de Gobierno asumirá las funciones que le deleguen el Presidente y la Asamblea de la Ciudad, añadiendo que también ejercerá, no se determina si por delegación o no, “las de la Comisión de Gobierno”, órgano municipal que pasó a denominarse “Junta de Gobierno Local” con la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la modernización del gobierno local, y que no se encuentra regulado en la Ciudad de Ceuta. Debe aclararse cuál es el órgano al que se refiere este precepto o, en su defecto, suprimir la referencia a la Comisión de Gobierno. 
- En la letra o) se establece que es competencia del Consejo de Gobierno “la aprobación de los acuerdos y convenios colectivos que regulen las condiciones de trabajo y retribuciones del personal del organismo”; esta última expresión debe ser revisada para que quede bien precisado  el significado de  esta regla y determinado su alcance.

j) Artículo 13. Cese 

La división interna de este precepto debe hacerse identificando cada uno de sus apartados con una letra minúscula y no con el signo empleado en el proyecto, observación esta que ha de realizarse igualmente en relación con los artículos 17, 26.2, 28, 74, 76 y 77 del Reglamento proyectado.

Al margen de ello y junto a la necesidad ya advertida de unificar la terminología empleada en el segundo apartado con la que se utiliza en el artículo 5.d) del proyecto y en el artículo 18.2 del Estatuto de Autonomía (letra e) de este apartado), ha de sustituirse en el último apartado el término “negación” por “denegación”. 
k) Artículo 15. Funcionamiento del Consejo de Gobierno

Este extenso precepto se corresponde con los vigentes artículos 5 a 10 del Reglamento del Consejo de Gobierno de la Ciudad de Ceuta de 2001. El Consejo de Estado considera que el tratamiento conjunto de las cuestiones relativas a las clases de sesiones (ordinarias y extraordinarias y urgentes), la celebración de sesiones, las deliberaciones y el régimen de actas, da lugar –de forma innecesaria- a un precepto de extensión desmesurada, lo que podría evitarse desglosando su contenido en varios preceptos, en función de las materias reguladas, siguiendo el esquema que adopta el Reglamento aún vigente.

Por lo que se refiere a su contenido concreto, se advierte en su apartado 13 una modificación del régimen de la Secretaría General, como órgano de apoyo al Consejo de Gobierno. El actual artículo 5 del Reglamento de 2001 dispone en su apartado 4 que “el Presidente, para el ejercicio de sus atribuciones, estará asistido por el Secretario General, que tiene atribuido el asesoramiento y fe pública”.

En el proyecto, se establece que la Secretaría del Consejo de Gobierno corresponderá a uno de sus miembros, designado por el Presidente, sin que pueda confundirse dicho órgano con la Secretaría General, que es un órgano de apoyo y asistencia al Presidente, al Consejo de Gobierno y al Secretario del Consejo.

Estas cuestiones deberían quedar clarificadas en el proyecto, a fin de dotar a la Secretaría General de unos perfiles propios, para lo que sería preciso, además, que se determinasen la forma de selección del Secretario General y su estatus, funcionarial o laboral, entre otros extremos.

Finalmente, se recomienda reconsiderar la ubicación de este precepto dentro del título en que se integra, pues sería preferible que se situase antes de regular el cese del Consejo de Gobierno y el régimen de actuación en funciones.

l) Título III. De los Consejeros

En línea con la observación formulada en la letra b) de este apartado, ha de sugerirse que se revise el orden de los preceptos que integran este título, de tal forma que, tras definirse el estatuto de los Consejeros, se enumeren sus competencias como miembros del Gobierno y como titulares de las Consejerías para, finalmente, regular su cese, la actuación de los Consejeros en funciones y la actuación ante la Asamblea.   

m) Artículos 17 y 18 (“Cese” y “Consejeros en funciones”) 

Estos preceptos se corresponden en gran medida con el artículo 16 del vigente Reglamento del Consejo de Gobierno de 2001, cuyo apartado 1 contempla las causas de cese, estableciendo su apartado 2 que “en el supuesto previsto en el apartado a) del número anterior, los Consejeros continuarán en el ejercicio de sus funciones hasta la toma de posesión de quienes hayan de sustituirles”.

La referida letra a) del artículo 16.1 establece que los Consejeros cesarán cuando se produzca el cese del Presidente, supuesto en el que quedarían en funciones en los términos indicados.

Frente a este régimen, el proyecto regula las causas de cese en el artículo 17 y el régimen de los Consejeros en funciones en el artículo 18, en el siguiente sentido:

“En caso de cese de algún Consejero por cualquiera de las causas previstas en este Reglamento, éste (sic) producirá plenos efectos desde el momento de la publicación en el Boletín Oficial de Ceuta del Decreto que lo declare, permaneciendo el Consejero en funciones hasta ese momento”.
El Consejo de Estado considera que esta formulación ha de ser revisada en profundidad y no solo porque en algún supuesto de cese, como el del fallecimiento, la previsión de que el Consejero seguirá en funciones carece de sentido, sino porque en otros, como el relativo a la inhabilitación por sentencia judicial, esa solución podría implicar un incumplimiento de la resolución judicial, cuya ejecutividad y efecto inhabilitante además no pueden depender de la publicación del cese en el Boletín Oficial.

 
n) Artículo 19. Actuación ante la Asamblea

Este precepto se limita a prever que “del nombramiento, cese y sustituciones de los Consejeros se dará cuenta a la Asamblea en la primera sesión que celebre”.

Se advierte de la lectura de su contenido que no se regula la actuación de los Consejeros ante la Asamblea, sino el deber de comunicar a la Asamblea los nombramientos, ceses y sustituciones de los Consejeros. Se sugiere por ello revisar la rúbrica del precepto y que se precise quién ha de efectuar dichas comunicaciones a la Asamblea.

ñ) Artículo 20. Competencias como miembros del Consejo de Gobierno

El artículo 20, tras declarar que los Consejeros “ejercen sus funciones como depositarios de la confianza del Presidente”, reconoce su derecho a ostentar determinadas dignidades y honores y regula su sustitución por los Viceconsejeros, aclarando el régimen de incompatibilidades que les resulta de aplicación. Así pues, el contenido de este precepto no guarda conexión con la rúbrica, pues no se regulan en él las competencias de los Consejeros, sino su estatuto jurídico. Se sugiere, por ello, modificar el título.

Al margen de ello, se observa una identidad sustancial entre los apartados 2 y 3 de este artículo, que podrían, por tanto, refundirse en un único apartado.


o) Artículo 26. Estatuto (de los Viceconsejeros) 
Este precepto contiene la regulación de la figura de los Viceconsejeros, sus funciones y su régimen de nombramiento y cese, entre otras cuestiones.

El Reglamento del Consejo de Gobierno de 2001 hace referencia a esta figura en su artículo 19,  al regular las sustituciones de los Consejeros.

Sin duda, el proyecto avanza en la consolidación del régimen jurídico de estos órganos directivos de la Administración de la Ciudad de Ceuta, a los que se encomienda la dirección y la coordinación de las Direcciones Generales de ellos dependientes, aunque algunos extremos merecen observaciones concretas.

En primer lugar, llama la atención que el artículo 26 del proyecto no contenga ninguna regla relativa a quiénes pueden ser nombrados Viceconsejeros, a diferencia de lo que sí establece el artículo 27 para los Directores Generales. Esta disparidad de tratamiento en el proyecto en cuanto a la provisión de estos órganos directivos carece de justificación alguna y ha de ser corregida. 

En segundo término, se observa que no hay una mención específica a la función de los Viceconsejeros relativa a la dirección o la jefatura del personal adscrito al órgano, cuestión que, sin embargo, sí aparece mencionada en el artículo 77, segundo párrafo, al regular los actos que ponen fin a la vía administrativa. Debería revisarse esta cuestión para armonizar el contenido de ambos preceptos.

En tercer lugar, cabe señalar que el artículo 26.3 prevé que para ser nombrado Viceconsejero por el Presidente, a propuesta del Consejero correspondiente, “no será necesario tener la condición de diputado”. Como ha quedado expuesto con anterioridad, esta regla es compatible con el marco normativo propio de la Ciudad de Ceuta si bien, a juicio del Consejo de Estado, ha de tener un límite en la sustitución del Presidente, de modo que no ha de admitirse la posibilidad de que, por un encadenamiento de sustituciones, quien no tenga la condición de diputado pueda sustituir a aquel. Así debería reflejarse en el proyecto, como ya se ha indicado, siendo la observación formulada a este respecto en la letra c) de este apartado  predicable de este mismo supuesto de sustitución, por las razones expuestas.

Finalmente, ha de corregirse la remisión que contiene el artículo 26.4 del proyecto a su artículo 21, que ha de entenderse hecha al artículo 20.


p) Artículo 34. Creación, modificación y supresión (de órganos colegiados)


Debe revisarse la redacción del segundo apartado, no solo por hacerse en él referencia a los “apartados anteriores”, cuando sólo le precede un apartado, sino también porque la sintaxis empleada no es correcta y dificulta el recto entendimiento de la regla contenida en él.  

q) Artículo 43. Órganos de dirección (de los organismos autónomos)

El contenido de este precepto supone la concreción, para todos los organismos autónomos, de sus órganos de dirección (Consejo Rector, Presidente, Vicepresidente y Gerente), lo que genera una petrificación del contenido de los estatutos de estos organismos públicos, en el sentido de predeterminar la previsión del artículo 40.1.b) del proyecto, según el cual “los estatutos de los organismos públicos comprenderán al menos los siguientes extremos: (…) b) la determinación de los máximos órganos de dirección del organismos, ya sean unipersonales o colegiados, así como su forma de designación”. 

La determinación por este artículo 43 de cuáles han de ser en todo caso los órganos directivos de los organismos autónomos limita en cierto modo el alcance del citado artículo 40.1.b), privándole de sentido. Se sugiere, por ello, modificar alguno de estos preceptos, a fin de dotar al Reglamento de la necesaria coherencia interna.  
Esta  misma observación puede efectuarse con respecto al artículo 60, relativo a los órganos de dirección de las entidades públicas empresariales.

 

r) Artículo 45. Composición del Consejo Rector

Establece este artículo en su apartado 1 que el Consejo Rector estará integrado por el Presidente del organismo y por el número de vocales que se determine en sus estatutos. 
Además de considerar que sería recomendable establecer un número máximo de vocales con carácter general en el proyecto, quiere destacarse que esta previsión del artículo 45.1 del proyecto es incompleta, por cuanto no se alude en él a la figura del Vicepresidente del Consejo Rector, que sí se menciona en el artículo 48.2 del proyecto, a cuyo tenor “existirá un Vicepresidente designado por el Presidente (de) entre sus vocales”. Se sugiere integrar en un único precepto el contenido de los artículos 45 y 48, ya que ambos versan sobre una misma materia (la composición del Consejo Rector).

Esta misma observación puede realizarse en relación con los artículos 61 (Consejo de Administración) y 64 (del Presidente y Vicepresidente), relativos a la composición del Consejo de Administración, como órganos de dirección de las entidades públicas empresariales.

 

s) Artículo 49. El gerente

Llama la atención el silencio de este precepto acerca de las funciones del gerente, que sería recomendable precisar en términos generales en el proyecto, en lugar de dejar su entera determinación a los estatutos de cada organismo autónomo.

t) Artículo 64. Del presidente y vicepresidente (de las entidades públicas empresariales)

Dentro del primer apartado de este precepto se aprecia una reiteración de contenidos entre sus dos primeros párrafos, pues en ambos se contempla la posibilidad de que el Presidente de la entidad pública empresarial sea el Presidente del organismo autónomo al que se adscriba aquella. Se sugiere simplificar y ordenar la redacción de este artículo 64.1. 

 

u) Artículo 70. Personal (entidades públicas empresariales)

Este precepto, en el que se remite el régimen de personal de las entidades públicas empresariales al derecho laboral, no especifica, a diferencia de lo que ocurre por ejemplo en el ámbito del Estado con el artículo 55 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, cuáles son los criterios que deben observarse en el procedimiento de selección del personal de las entidades públicas empresariales de la Administración de la Ciudad de Ceuta. El régimen estatal podría servir para fijar en el proyecto algunos de los elementos a tener en cuenta a tal efecto.

Junto a ello, en su segundo apartado se menciona la existencia de “personal directivo” de las entidades públicas empresariales, sobre los que no hay mención alguna en el proyecto, más allá de la referencia genérica al régimen de recursos humanos de los organismos públicos que han de contener los estatutos de los organismos públicos (artículo 40.1.f) del proyecto). Entiende el Consejo de Estado que el proyecto debería precisar a qué personal pretende referirse con dicha expresión. 
v) Artículo 71. Régimen de contratación

El apartado 3 de este precepto establece que las facultades del gerente como órgano de contratación se ejercerán “con los mismos límites que los establecidos en este Reglamento para los organismos autónomos”. Sin embargo, no existe dicho precepto en el proyecto, debiendo colmarse esa laguna teniendo en cuenta que los organismos autónomos son considerados, a los efectos de la legislación de contratos del sector público, como Administraciones públicas (artículo 3.2.b) del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre).

w) Artículo 76. Régimen jurídico (de las fundaciones).

 


Prevé el apartado 1 de este precepto que las fundaciones de la Ciudad de Ceuta no pueden ejercer potestades públicas y que únicamente “podrán realizar actividades relacionadas con el ámbito competencial de las entidades del sector público estatal fundadoras”. Ha de corregirse esta errónea mención por la correcta al “sector local de Ceuta”.


En el apartado 5 se establece que “su contratación”, la de las fundaciones, “se ajustará a los principios de publicidad, concurrencia y objetividad, salvo que la naturaleza de la operación a realizar sea incompatible con estos principios”.

A este respecto, debe recordarse que las fundaciones se incluyen entre las entidades que integran el sector público en el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público (artículo3.1.f) de la LCSP) y que, en función de su configuración, puede tener la consideración de poderes adjudicadores que no son Administración Pública (artículo 3.3 de la LCSP).


Ya tengan o no dicha consideración a los efectos de la LCSP, lo cierto es que esta norma legal preceptúa que la adjudicación de los contratos “estará sometida, en todo caso, a los principios de publicidad, concurrencia, transparencia, confidencialidad, igualdad y no discriminación” (artículos 191.a) y 192, ambos de carácter básico con arreglo a su disposición final segunda).


Por ello, la relación de principios a los que ha de sujetarse la contratación de las fundaciones de la Ciudad de Ceuta debe incluir todos los referidos por la legislación básica estatal en los preceptos de la LCSP citados en el párrafo anterior. Por otra parte, no es admisible la exclusión de la aplicación de esos principios “por la naturaleza de la operación”. Por todo ello, se entiende que ha de revisarse este artículo 76.5 del proyecto, para ajustarlo a las previsiones de la LCSP.


Esta observación tiene carácter esencial a los efectos del artículo 130.3 del Reglamento Orgánico del Consejo de Estado.


 x) Artículo 77. Actos que agotan la vía administrativa

En la enumeración de los actos que agotan la vía administrativa se incluyen los emanados de los órganos directivos en relación con las competencias que tengan atribuidas en materia de personal, esto es, los actos dictados en este ámbito por los Viceconsejeros y los Directores Generales. Se omite, en cambio, la mención a los actos en virtud de los cuales los Viceconsejeros resuelven los recursos que se interpongan contra las resoluciones dictadas por los órganos directivos dependientes de ellos y que no agoten la vía administrativa, a los que sí hace referencia el artículo 26.2 del proyecto. Atendiendo al régimen que con carácter básico establece la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, las resoluciones de los recursos de alzada agotan en todo caso la vía administrativa, por lo que se sugiere introducir una mención a dichas resoluciones, a fin de evitar cualquier posible confusión.

y) Artículos 78 y 79 (“revisión de oficio” y “declaración de lesividad”)

En estos preceptos se introducen las especialidades orgánicas que demanda el ejercicio de la competencia de la revisión de oficio de los actos administrativos en el marco institucional de la Ciudad de Ceuta.

El Consejo de Estado entiende que la ordenación interna del artículo 78 debe ser revisada, a fin de deslindar adecuadamente los diferentes supuestos que en él se prevén. En particular, este precepto debería constar de un único apartado en el que se distinguieran tres supuestos distintos, cada uno de ellos identificado con una letra minúscula (el primero sería el supuesto que recoge la competencia del Presidente y del Consejo de Gobierno; el segundo, el relativo a la competencia de los Consejeros; y el tercero, el relativo a los organismos públicos). 

Junto a lo anterior, se considera que en el artículo 78.1 debería hacerse referencia en exclusiva a la revisión de oficio de los actos nulos de pleno derecho (artículo 102 de la Ley 30/1992, en conexión con su artículo 62.1), eliminando la referencia a los actos anulables, cuya revisión debe efectuarse a través del régimen de declaración de lesividad de los actos anulables previsto en el artículo 79.

En relación con este precepto, la parquedad del texto proyectado (“la declaración de lesividad se adoptará por la Asamblea de Ceuta”) puede evitarse indicando que “corresponde a la Asamblea de la Ciudad la declaración de lesividad de los actos anulables adoptados por los órganos de la Administración de Ceuta previa a su impugnación en vía contencioso-administrativa”. 


z) Observaciones formales y de técnica normativa.


Se sugiere revisar cuidadosamente el texto final de la norma, unificando el uso de las iniciales mayúsculas y minúsculas, mejorando la puntuación y corrigiendo algunas erratas.  
Junto a ello, ha de advertirse que son muchos los preceptos en los que se contiene una remisión a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Debe recordarse que esta ley quedará derogada a la entrada en vigor de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, a la que han quedado incorporadas la mayor parte de sus previsiones, habiendo pasado otras a integrarse en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. La norma en proyecto debería hacerse eco de este inminente cambio normativo, incluyendo una disposición adicional en la que se prevea que, en el momento de entrada en vigor de las referidas leyes, las referencias hechas a la Ley 30/1992 han de entenderse referidas a una u otra, según corresponda.

De incorporarse una disposición adicional con el contenido señalado, podría mantenerse la identificación como “primera” de la única disposición adicional que la versión examinada incluye y que, por error, se califica con el mencionado ordinal.    

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado es de dictamen:

Que, una vez tenidas en cuenta las observaciones esenciales formuladas con relación a los artículos 2, 9 y 76 y consideradas las restantes, puede someterse a la aprobación del Pleno de la Asamblea de Ceuta el proyecto de Reglamento de Gobierno y de los servicios de la Administración de Ceuta.”
V. E., no obstante, resolverá lo que estime más acertado.

	Madrid, 20 de julio de 2016
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	LA SECRETARIA GENERAL,


EL PRESIDENTE,
EXCMO. SR. PRESIDENTE DE LA CIUDAD DE CEUTA.
